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\'ulncración del derecho a la presunción de inocencia que alega el actor.
En estc mismo sentido se ha venido pronunciando este Tribunal en
ocasiones anteriores, entre otras, ~n las SSiC 20/1989 Y 151/1991.

~ 2. Así pues. nuestro análisis ha de comenzar por determinar si el
.\ulo de ¡nadmisión dictado por la Sala Segunda del Tribunal Supremo
lesionó el derecho a obtener tutela judicial cfc':'tiva. Ello exige, ante tooo,
<Ilguna precisión inicial acerca d.: la doctnna constitucional sentada
sobre este derecho fundamental cuando -como aquí acontccc- su
\'ulncracíón se fundamenta en el aspeCto concreto de la posible
limitación arbitraria o irrazonable del arcesa a un recurso legalmente
preVisto, para examinar seguidamente sr las razones. o fundamentos en
que el órgano judicial asienta dicha decisión de llladmisión se ajustan a
tales (Titerios o, por el contrario, aparccen abiertamcIlIe contrapuestas
a los mismos.

En el primer -aspecto, con carácter general \' en un supuesto similar
al prcscntc, este Tribunal afirmó en la STC 123/1986 que: «...la
llíterprctación realizada por 10sTribunales de los motivos de inadmisión
de[ recurso de casacíón,' puede ser obJeto- de revisión por la via del
recurso de amparo. toda vez que los motivos deben ser cuidadosamente
Interpretados y aplicados. porque el derecho a la tutela judicial efectiva
no puede ser comprometido u obstaculizado mediante la imposicíón de
formalismo enervante contrario al espiritu y a la finalidad de las normas
reguladoras del recurso de casación. Es decir. aunque hay que cumplir
los presupuestos procesales que no pueden dejarse al arbitrio de las
partes, no toda irregularidad meramente formal puede convertirse en un
obstáculo insalvable para la prosecución del proceso, de forma que no
es lo mismo un rigor formal justificado que un exceso de formalismm~
y ¡ambien que «esta doctrina general en materia de recursos ha de ser
aplicada con mayor ex.igencia a la casación penal si se tiene en CUl?'nt~

que ('sta cumple en nuestro ordenamiento el papel de "Tribunal
Superior'" que revisa las Sentencias de instancia en la vla criminal a que
se' refiere el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles ,.
Políticos de 1966, ratificado por España y que ha de ser tenido en
cuenta, por mandato del art. JO.2 de la Constitución, a efectos de la
interpretación de los derechos fundamentales. de forma que la privación
sin fundamento jurídico suficiente del acceso al recurso en materia
penal, es una lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
por parte de los Tribunales de este orden jurisdiccional, conculcación
que habrá de ser reparada por este Tribunal Constitucional en los casos
en que así se le pida, a través de una demanda de amparo~).

3, A la ,luz de esta doctrina, reiterada en numerosas Sentencias de
este Tribunal, ha de examinarse la decisión de inadmisión del recurso
de casación ahora impugnada, y que afectó concretamente al motivo
tercero de los que fundamentaban el recurso -lesión del derecho de
presunción de inocencia por la Sentencia condenatoria de la Audiencia
Provincial de Granada-, partiendo para ello del análisis de las razones
o motivos en que el Tribunal Supremo basó tal decisión: Que la
infracción de la presunción de inocencia." «ni se enuncia con la
invocación del art. 5.4 de la tey Orgánica del Poder Judicial ni, Jo que
es más grave, se insinúa siquiera en aquel escrito-de preparación del
recurso- por lo que surge ex nOJ'O en Ja interposición y, al romper la
unidad de alegaciones, incide en la previsión del arto 884, núm. 4, de la
Ley de, Enjuiciamiento Crimina1...».

Pues bien, este Tribunal ya se ha pronunciado con anterioridad en
supuestos similares. sobre (a inadecuaCión de tajes causas de inadmisión
al derecho fundamental que consagra el arto 24.1 de la Constitución, Así,
en la STC 185/1988, afirmó al respecto que este criterio se ·basa en Ja
sustantivación como categoría específica de un recurso de casación por
infracción de norma constitucionalf" a los efectos de la aplicación del
llamado principio jurisprudencial de unidad de alegaciones en Jas dos
!~scs de preparación e interposición, que representa un obstácuJo
adicionaLe ;~~c~sario para el -efectivo acceso al propio recurso.

En particular, por io qüc ;~ !Cfiere a la f~lta de exp~sa invocación
del art .. 5.4 de la LO.PJ., se señala en la anit:';-:~; S~ntencJa que, ya antes
de la promulgacíón de la Ley Orgánica del Poder ~udiciai, ia ~::::::!!1.na de

{'sIc Tribunal ¡STC 56/1982) \' de la misma Sala Segunda del Tribunal
Supremo, teniendo en cuenta 'la nnturaleza de la Norma constitucional,
como Ley suprC'ma y básica. y la especial fuerza vinculante directa de los
dcrechos fundamentales. no supeditada a intermediaóón legal alguna.
según resulta del art. 53,1 CE.. habia podido ya incorporar al ámbito de
Ja ca!iación penal la vulneración de tales derechos mediante la amplia­
cíón del cauce previsto en los nÚms. 1.':J \' 2.0 del arL 849 L.E.Crim. y
no se advierte razón alguna por la que diéha vía devenga incompatible
por el hecho de que el citado arto 5.4 Lo.P,J. consigne expresamente la
infracción de pH."'Cepto constitucional como fundamento del recursO de
casación en todos los casos en que segun la Ley proceda. Con relación
fl [a segunda causa de inadmisión del motivo de casación. se razona que
la necesidad de invocar oportunamente en el proceso la eventual
vulneración de los derechos fundamentales \' la finalidad de claridad
necesaria en el planteamiemo de la prctensíón casacíonal, basada en
infracción de normas constitucionales, se cumple suficientemente con la
exposición razonada de su argumentación en el escrito de formalización
del recurso.

Del examen de las actuaciones judiciales de que dimana el presente
<lmparo se desprende que la exigencia anterior se cumplió mediante la
invocación expresa de la lesión del derecho de presunción de inocencia
en el escrito de formalización del recurso, por [o que la aplicación de la
anterior doctrina determina que haya de considerarse desproporcionada,
en cualquier caso, la sanción de inadmisión del motivo aparejada a la
falta de referencia especifica y diferenciada del citado precepto de la Ley
Orgánica del Poder Judicial en el escrito de preparación, en el que, sin
embargo, se había manifestado la intención de utilizar el recurso de casación
por infracción de ley, al amparo del núm. 2 del an. 849 L.E.Crim,

4. Finalmente,:a estimación dd rcct:r:;c por las ra:wr:es que ~e

acaban de expresar impide, sel?ún se señaló inicialmente, el examen de
la otra vulneración constitUCIOnal en que se fundamenta el mismo
-lesión del derecho a la presunción de inoccncia-, ya que ésta constituye
p:'cc:sJmente el obj~to del motivo de casación indebidamente inadmi·
tido por el Tribunal Supremo y sobre el que habrá de pronunciarse en
",,¡rtud de la estimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional, poR. LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo interpuesto por don
Nicolás Ruiz Muñoz y, en consecuenci'a:

1.° Ocdarar la nulidad del Auto dictado el 19 de diciembre de 1988
por la Sala Segunda del Tribunal Supremo en el recurso de casación
núm, 2.686/1986 en cuanto'inadmite el motivo tercero de dicho recurso.

2.° Retrotraer'las actuaciones judiciales al momento anterior al de
dictar dicho Auto.

3.° Reconocer al recurrente en amparo' su derecho a la tuteJa
judicial efectiva y,'en consecuencia, a que se admita a trámite el tercero
de los motivos de casación por él formulado para que la Sala Segunda
del Tribunal Supremo lo resuelva en Sentencia.

4.0 Desestimar el recurso de amparo en todo 10 demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín ,Oficial del Estado»,

Dada en Madrid a trece de mayo de mil novecientos noventa y.
dos.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando Oarcía-Mon y González­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesús Leguina Villa.-Luis López
Guerra.-Vicente Oimeno Sendra,-Firmado y rubricado.

la siguiente
EN NOMBRE DEL REY

La, Sala Primera del Tribunal ConstitucionaL compuesta por don
FranCISco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando Garda~Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Bcnayas. don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra~

dos, ha pronunciado.

13850 Sala Primera, Sentencia 72/1992, de 13 de mayo. Recurso
de amparo 176/1989, Contra resoluciones de la Jurisdicción
laboral deses/imatorias de! recurso de queja iJ1!erpuesto
contra Auto de la Magis/ralura de Trabajo núm, 21 de
Madrid. Vulneración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva: derecho a los recursos.

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm~ 176/89, promovido por la entidad
«Franquicias de la Moda, Sociedad Anónima». representada por don
Fernando Jesús Sánchez Alvarez y asistida del Letrado don Eduardo
Rico Arias-Salgado, contra la providencia de la Magistratura de Trabajo
núm. 21 de Madrid. de 20 de febrero de 1988, y Auto del Tribunal
Central de Trabajo, de 25 de octubre de 1988, que desestimó el recurso
de queja interpuesto,contra el Auto de la Magistratrura de Trabajo. Ha
comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente del
Tribunal, don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de
la Sala. '

L Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 26 de enero
de 1989. el Procurador de los Tribunales don Eduardo Jesús Sánchez
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Alvarez, actuando en nombre y representación de la Compañía mercan­
til «Franquicias de la Moda. Sociedad AnánimID). interpuso recurso de
amparo constitucional contra la providencia dictada por la Magistratura
de Trabajo numo 2 J de Madrid. por la que tuvo por anunciado en
tiempo y forma el recurso de suplicación. yel Auto de! Tribunal Central
de Trabajo, de 25 de octubre de 1988, que desestimó el reCurso de queja
interpuesto contra el Auto de la Magistratura de Trabajo mencionada.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los siguientes anIece·
dentes de hecho:

a) En virtud de demanda formulada por doña Maria Zapatero
Kozhcvnikova, en reclamación de cantidad contra la entIdad recurrente
de amparo, la Magistratura de Trabajo mim. 21 de Madrid dictó
Sentencia, en fecha 2 de febrero de 1988, en la que estimó la demanda
y condenó a la demandada al abono de 231.420 pesetas más 13.369

·-pesetas en concepto de intereses por mora.
b) Contra la misma-y dentro de los cinco dias siguientes al de la

notificación de la citada Sentencia. la entidad recurrente anunció ante la
Magistratura de Trabajo la presentación del recurso de suplicación,
~compañando aval· bancario del Banco Exterior de España por el
Imp?rte d,e la condena., así como resguardo acreditativo de ingreso en
CaJamadnd de la canudad de 2.500 pesetas en concepto de depósito.

e) Por providencia de 20 de febrero de 1988, la Magistratura de
Trabajo tuvo por anunciado en tiempo y fOfma el recurso y acordó
requerir a los dos avalistas para que en el plazo improrrogable de cinco
días ratificaran a presencia judicial el aval bancario presentado.

d) En II de mayo de 1988 compareció uno de los avalistas que
ratificó el aval, manifestando y acreditando documentalmente que el
otro avalista se hallaba enfermo. Se requirió a éste por el JUzgado para
una nueva ~ersonación, que no se llevó a efecto por la referida
enfermedad. Como consecuencia de eUo. en fecha 8 de abril de 1988, la
Magistratura dictó providencia declarando desierto el recurso de supli­
cación intentado.

e) Interpuesto contra la misma por «Franquicias de la Moda,
Sociedad Anónima», recurso de reposición, fue desestimado €n Auto de
26 de abril de 1988, que confirmó la providencia recurrida.

f) La entidad demandada anunció recurso de queja al Juzgado,
interesando al mismo tiempo la expedición de los testimonios de las
resoluciones recurridas. En fecha 6 de mayo de 1988 se dIctó providen­
cia por la que se admitía el recurso de queja y se concedía un plazo de
seis días para que el recurrente compareciese ante la Magistratura, al
objeto de hacerle entrega de las resoluciones judiC'iales, diligencias y
escritos.

g) Con fecha 23 de mayo de 1988 se presentó en el Juzgado de
Instrucción num. 1 de Madrid recurso de queja dirigido a la Magistra~

turade Trabajo para su elevación al Tribunal Central de Trabajo. Al día
sigUIente, la parte compareció ante la Magistratura de Trabajo numo 21
para ratificar el precitado escrito, de acuerdo con lo dispuesto en el arto
22 de la Ley de Procedimiento Laboral.

h) Por providencia de 25 de mayo de 1988. la Magistratura acordó
tener por presentado y elevar el recurso de queja al Tnbunal Central de
TrabajO.

i) En fecha 25 de octubre de 1988 recayó Auto del Tribunal Central
úe Trabajo, por el que se desestImó el reCurso de queja planteado,
confirmando la providencia-de 26 de abril de 1988 por un doble motivo:
a) por no haber sido ratificildo el recurso al día siguiente hábil de la
presentación en el Juzgado de Guardia; b) por no haber sido interpuesto
ante el propio Tribunal Central de Trabajo como exige el art. l. 700 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la demanda se
invocan como vulnerados los arts. 14 y 24.1 de la Constitución,
articulándose cuatro motivos. En primer lugar, la representación de la
entidad recurrente aduce violación del derecho a obtener la tutela
judicial efectiva por falta de notificación a su representada de la
pfüvidcncia de 20 de febrero de 1938. que tuvo por anunciado el recurso
de suplicación. Al respecto se recuerda la doctrina de este Tribunal sobre
la importancia de los actos de comunicadón procesal para hacer-efectivo
el derecho de defensa.

En segundo lugar alega que hi providencia dictada el 20 de febrero
de 1988 por la Magistratura de Trnl1ajo, en la que se requería a los
avalistas la ratificación a presencia judicial del aval. infringe asimismo
el derecho a obtener la tutela judicial efectiva, pues. de un lado. impone
un requisito no previsto legalmente, concretamentc la ratificación de los
avalistas, que supone una carga adicíonnl a la recurrente que imposibi~

Ilta c!.dcrecho al recurso. haciendo lo depender dI.: terceras pcrsonas. y de
otro. mcluso aceptando como hIpótesis d trámite de ratificación por los
avalistas, no toma en cuenta que uno de los avalIstas compareció en
~·..I¡¡gIS[rai:i.:!'~ y ratificó el aval ofrecido. a la vez que puso de manifiesto
en esa primera cOlli~~!'~cencia que d otro avalIsta se encontraba en
situación de baja por enferml·J¡¡,::!, ~¡ponando los rartes de baja y de
confirmación médica de dicho personal.

En tercer lugar estima que se ha producido infraccion ~,:~ 20.. 14 de
b C.E. como consecuencia dl.? [as C\igcncias de ratificación Judicial uc

los avalistas. puesto que dicho requisito no se exigt: l.?n casos similares
por las Magistraturas de Trabajo.

Por último considera que el Auto dictado por el Tribunal Central de
Trabajo de 25 de octubre de 1988, desestlmatorio del recurso de queja.
también infringe el derecho a la tutela judicial efectiva. Frente a los
argumentos exhibidos por el Tribunal Central de que al presentar el
recurso de queja no se efectuó la comparecencia postenor que establece
el art. 22 de la LPL y de que son aplicables por analogía los arts. 1.700
Y siguientes de la L.E.C., opone la re~urrente, de un lado. que,
presentado el recurso de queja el día 23 de mayo de 1988 en el Juzgado
de Guardia, compareció al día siguiente -24 oc mayo- en la Magistra­
tura de Trabajo, y de otra, que notificada el 1I de mayo de 1988 la
providencia de 6 de mayo de 1988 por la que se admitía el recurso de
queja. y sumados diez días hábiles nos da el día 23 de mayo de 1988,
fecha en que fue presentado el escrito en el' Juzgado de Guardia.
teniendo entrada en el Tribunal Central el día 24 de mayo de 1988.

En suma, entiende la recurrente que tanto la actitud, primero; de la
Magistratura con respecto del aval bancario, y después, el Tribunal
Central de Trabajo en lo relativo a la ratificación del art. 22 de la LPL
«merece ser calificada como excesivamente rigurosa y formalista,
contraria al principío pro actione que, como este Tribunal ha recordado
reiteradamente, debe presidir en todo momento la actuacíón judicial
(SSTC 57/1984 y 162/1986) Y lesiva, por tanto. del derecho de la actora
a la tutela judicial efectiva» (STC 5(1988).

De acuerdo con todo ello. la entidad recurrente solicita de este
Tribunal que otorgue el amparo solicitado y acuerde la suspensión de la
posible ejecución que pueda interesar la parte actora.

4. Por providencia de 17 de abril de 1989 la Sección Primera de la
Sala Primera de este Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite
la demanda de amparo y tener por personado y parte en nombre y
representación de la misma al Procurador de los Tribunales Sr. Sánchez
Alvarez. Asimismo acordó requerir al Tribunal Central de Trabajo y al .
Juzgado de lo Social núm. 2 l de Madrid para que en el plazo de diez
días remitieran, respectivamente, testimonio del recurso de suplicación
núm. 3.661(1988 y de los Autos núm. 1.320/1987, interesándose al
propio tiempo el emplazamiento de quienes fueron parte en el mencio~
nado procedimiento. con excepción del recurrente. para que en el plazo
de diez dias pudieran comparecer en este proceso constitucional.

5. La Sección, mediante providencia de 17 de abril de 1989, acordó
formar pieza separada de suspensión Y. conforme previene el art. 56 de
la Ley Orgánica del Tribunal ConstituclOnaL conceder un plazo común
de tres días al Ministerio Fiscal y a la solicitante del amparo para que
alegasen lo que estimaran pertinente en relación con la petición de
suspensión interesada.

6. Formuladas las alegaciones pertinentes sobre la suspensión
solicitada. la Sala Primera acordó por Auto de 22 de mayo de 1989 la
suspensión de la ejecución de la Sentencia de 2 de febrero de 1988 del
Juzgado de lo Social núm. 21 de Madrid, dictada en Autos núm.
1.320/l9~7.

7. Remitidas las actuaciones judiciales. por providencia de 5 de
junio de 1989 se tuvieron aquéllas por recibidas, así como el escrito del
Letrado do:n Roberto Marín Bergua. compareciendo en r!cmbre y
representaCIón de dorla Maria Zapatero KozhevOlkova. Al mIsmo
tiempo, se acordó. de conformidad con lo prevenIdo en el art. 81. 1, en
relación con el art. 85,2, ambos de la LOTe. conceder a la citada Sra.
Zapatero un plazo de diez dias para que compareciera con Procurador
del ColegIo de Madrid que la representase en el recurso, teniendosc por
designado para su defensa el mencionado letrado Sr. Marín Bergua.

8. Por providencia de 17 de julio de 19iN la St.'cción acordó tener
por recibido escrito del Letrado Sr. ~larín Bergua y a la vista del mismo
no haber lugar a tener por p¡;:rsonada a doña María Zapatcro Kozhcvni­
kova. Asimismo se dio vIsta de las actuaciones del presente reCUriO de
amparo por un plazo común de veinte dias al Ministerio Fiscal y a la
solicitante del amparo para que formulasen alegaCIOnes.

9. La representación de la entidad recurrente en su escrito de
alegaciones, presentado el 13 de septiembre de 1989, reitera los cuatro
motivos alcg~os de la demanda de amparo.

JO. En su escrito de alegaciones, presentado el, 13 de septiembre de
1939, el !\llOisterio Fiscal interesa que con anulaCloo del Auto de 25 de
octubre dl.? 1988 del TCT se otorgue el amparo solicitado. En cuanto a
los tres primeros motIvos Jducidos en la demanda conSidera el Fiscal
que no pueden ser objeto del recurso de amrJro. en tanto que no han
sido debatidos en la vía judicral ordinaria por la inadmisión dd recurso
de queja por el Tribunal Centml de Trabajo. Por el contrario la
\"ulnerack'm apuntJda baJO el ordinal cuarto del recurso de Jmparo.
estima que. tiene dimensión eonstitucion31. por cuanto el Auto del
Trrbunal Central de Trabajo de 25 de octubre de 19S5, descstim~lndo d
recurso dt.' queja y, por tanto, confirmando la decisión de! Juzgado de
lo Socral de de<:1arar desierto el recurso de suplicación, puede haber
lesionado una derivación fundamental de aquel derecho, cual es la
denegaCIón del acceso al recurso y a obtener una resolución fundada ('1)

~:.'rccho mediante una interpretación formalista y enervante ole bs
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normas procesales provocando una sanción desproporcionada al pre·
sulllo defecto procesal de que se hace cco el TeT.

Ninguno de los motí\'os decisivos para la desestimación del recurso
de queja que establece el Tribunal Central de Trabajo part'Ccndertos a
juiciodcl Ministerio Fiscal, pues consta, de un lado, en autos que el
recurrente se ratificó en Magistratura el día 14 de mayo de 1988 en su
esento de formalización del recurso de queja presentado el tija prece­
dente en el Juzgado de Guardia núm. 7: \' en cuanto al plazo para la
il1lcrposición del recurso, aparece sobradamente cumplido. aun cuando
se entienda que fuera de diez días.

DespuéS de recordar la jurisprudcnria constitucional en relación con'
la interpretación de las normas y defectos procesales. entienge que en el
presente caso el Tnbunal Central de Trabajo ha llevado a cabo una
Interpretación cxt'csivamente formalista y encrvante de la norma
procesal. privando de modo injustificado al recurrente de una resolución
de fondo sobre la materia debatida, y anadiendo que «cn todo caso la
duda respecto a la Ley proccsal aplicable no puede interpretarse en el
sentido más desfavorable a la efcctividad del derecho fundamental.
cuando, además, no sc observa una taita de diligencia de la parte
recurrente ni un retraso estimable en la resolución de la pretensión
atribuible al procedimiento cmpleado».

1l. Por providencia de l} de mayo de 1992 se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 13 del mismo mes y
ano.

IJ. Fundamentos juridícos

l. Por la entidad recurrente en amparo se impugna, de un lado, la
providencia de la Magistratura de Trabajo núm, 21 de Madrid de 20 de
lebrero de 1988, por la que se tuvo por anunciado en tiempo y forma
el recuTso. de suplicación ~ontra la Sentencia de instancia, )! se hizo un
IHlUenm¡ento a los avalistas para que en el plazo de cmco dias se
¡K'rSOnaran a ratificar el aval a presencia judicial, bajo el apercibimiento
de- declararlo desierto, ya la que imputa, en primer lugar, violación del
arL 24.1 C.E. por fJIt~ de notificacíán de dicha resolución, y por
Imponer una carga adiclOnal, la de' la ratificación de los avalistas, no.
prevista expresamente- en la Ley; y, en segundo lugar, infracción del arto
14 de la C.E., dado que esa ratificación no se exige cn casos similares por
las Magistraturas de Trabajo. De. otro lado, se impugna el Auto del
Tribunal Central de Trabajo de 25 de octubre de 1988, dcsestimatorio
del recurso de queja, al que reprocha infraccíón del art. 24.1 de la C.E.,
por la incorrccta inadmisión del mismo.

Las censuras que sc formulan en primer término contra la providen­
cia de 20 de febrero de 1988 no resultan atendihles, como ha alegado el
Ministerio FiscaL pucs no han sido objeto de pronunciamiento previo
por parte de la jurisdicción ordinaria. presupuesto básico e insoslayable
para su enjuiciamiento en esta sede, dado el carácter subsidiario del
recurso de amparo, que sólo permite acudir a esta vía cuando se ha
intentado'sin satisfacción la defensa de los derec,hos y libertades ante los
Tribunales ordinarios (ATC 107/1983, entre otros),

En efecto, ¡nadmitido el recurso de queja, las cuestiones a través del
mismo deducidas, que traen causa de la exigencia por la Magistratura
del trámite de ratificaóón de los avalistas mediante comparecencia ante
el Juez en el aval bancario presentado al anunciar el recurso de
suplicación, han quedado fuera del examen de la jurisdicción ordinaria,
por lo que su planteamient{) en este proceso de amparo se presenta per
sa/tum. esto es, sin haber agotado (a vía judicial procedente, a efectos de
lo prevenido en el art. 44.1 a) de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional. .

2. Sentado. lo anterior, el objeto del presente recu~o queda redu­
cido a la denunciada conculcación del art. 24,} de (a Constitución por
el Auto del Tribunal Central de Trabajo de 25 de octubre de 1988, al
madmilir indebidamente -segun la demandante de amparo- el recurso
de queja contra el Auto de la Magistratura de Trabajo de 26 de abril de
1988. que denegaba el recurso de reposición contra la providencia de 8
de abril de 1988, por la que no se daba lugar a la admisión del recurso
de- suplicación contra la Sentencia de instancia.

Lo que denuncia la recurrente bajo el ordinal cuarto de los motivos
es la existencia de una resolución judicial excesivamente rigurosa,
formalista y contraria al principio por aclione. pues, de un lado, la
argumentación que establece el Tribunal Central de Trabajo de que, al
prcsentar _el recurso de queja ante el Juzgado, no se efectuó la
comparecencia posterior que establece el arto 22 de la Ley de Procedi­
miento Laboral (Real Decreto Legislativo 1.568/1980, de 13 de junio) no
se compadece lo más mínimo con la rcalidad; v de otro, aun admitiendo
como hipótesis que el camino procesal seguido para la tramitación no
cs el adecuado -como manifiesta el Auto recurrido-, en realidad se han
cumplido todas· las previsiones.

La cuestión debatida ofrece aquí dos planos de in!'erés: en primer
lugar. la verificación de la no comparecencia del recurrente ante la
Magistratura de Trabajo al día siguiente hábil de la presentación del
escrito ante el Juzgado de Guardia para dejar constancia de ello, lo que
de confirmarse constituiría una omisión de un· presupuesto legal de
acceso al recurso. que podría conducir dircrtamente a la desestimación
del amparo: y en segundo lugar, la delcrminación de la corrección, desde
la perspectiva de la eficacia del derecho fundamental invocado, df' 1;:,

resolución judicial impugnada al valorar el acatamiento por I.aentidad
recurrente de, los requisitos y formalidades procesales eXlgldos para
recurrir en queja.

3. Sobre el pretendido derecho a los recursos -objeto de controver­
sia en este caso-, este Tribunal tiene declarado que 13 «Constitución no
garantiza clase alguna de recurso judi~ial, si~o que tan sólo asegura el
acceso a los recursos legalmente preVIstOS, sIempre que se cumplan y
respeten los presupuestos, requisitos y limites que la propia Ley
eslabkzca» (STe 23/1992), y que corresponde a los órganos judiciales
ordinarios decidir en cada caso sobre el cumplimiento o no .de esas
exigencias.

Ello no obstante, también ha señalado que la «limitación ínjusti~­
cada o arbitraria del acceso a los recursos legalmente previstos consti­
tuye lesión del derecho consagrado en el arto 24.1 de la Constitución»
eSTe 9/1992) y que la acti"idad interpretati ....a legal ha de hacerse de
forma má5. favorable a la efectividad del derecho a la tutela judicial, de
suerte que los trámites y exigencias han de valorarse en atención a la
naturaleza y finalidad que cumplen. En esta línea se afirma que «cuando
esa finalidad puede ser lograda sin detrimento alguno de otros derechos
o bienes constitucionalmente dignos de tutela, cabrá proceder a la
subsanación del defecto mejor que a eliminar Jos derechos o facultapes
que se vinculan a su cauce formal» (STC 161.' 992), siemp.r~ que el
defecto no tenga origen en una actiVidad negl1gente o mahclOsa del
interesado (STC 39/1990).

De las anteriores premisas doctrinales se extrae, para el caso de la
f"lta de una exi~enciao presupuesto de-! reCurso .inadmitido, la necesidad
de que el reqUIsito omitido sea examinado desde la perspectIva de la
finalidad y de su subsanación, y la preferencia por la admisión del
rccurso, si el defecto no perjudica mdebldamente los in~er~ses de ía pane
contraria ni daña o perjudica la regularidad del procedimIento, y resulta
ajeno a la voluntad del interesado.

4. Respecto del pnmero de Jos obstáculos formales impe.ditivos del
¡-{'{"ursa de queja apreciado por el Tribunal Central de Trabajo en la
resolución judIcial impugnada -a saber, el defecto del requisito de
ratificación ante la Magistratura-, ha de señalarse que el escrito de
formalización dcl recurso de queja fue presentado el día 23 de mayo de
1988 en el Juzgado de Guardia e Instrucción de Madrid núm. 7 y que
al día siguiente -24 de mayo- compareció la entidad recurrente ante la
Magistratura de Trabajo num. 21 de Madrid para ratificarse en el
mismo, según aparece acreditado en autos.

De lo cual resulta que no es cierto, como manifiesta el Auto
impugnado, que-la entidad recurrente dejara de cumplír «las exigencías
scl1aladas en el arto 20 de la Ley adjetiva» (se refiere en realidad al arto
22 de la lPL).

Así pues, puesto que la entidad recurrente compareció en tiempó
hábil ante (a Magistratura, cumpliendo con ello la exigencia de la ley
procesal, la inadmisión, al menos por este motivo, se revela injustificada
y ~rbitrana.

5. En cuanto al segundo obstáculo. decisivo para el decaimiento del
derecho ejercitado, según lo razonado por el Tribunal Central de
Trabajo, se plantean divergencias sobre el cauce procesal idóneo'en vía
laboral para interponer el recurso de queja. así como, respecto de la

, concurrencia efectiva de los requisitos exigidos en la vía procedimental
establecida por el Tribunal Central. Mientras este órgano judicial
argumenta que el procedimiento aplicable por analogia es el previsto en
el art 1.700 de la Ley.de Enjuiciamiento Civil, regulador del recurSO de
casación, que exige la presentación del recurso de queja ante el propio
Tribunal que ha de conocer del mismo, la entidad demandante de
amparo, ,con la confirmación del Juzgado de instancia, defiende la
viabilidad del camino procesal del arto 398. y si$uientes de la L.E.C,
estimando, además, que los requisitos y formahdades de la otra vía
procesal se han cumplido igualmente.

Para mayor comprensión del problema suscitado,conviene precisar
que en los casos de denegación de un recurso de suplicación, el arto 191
de la LPL (1980) concede a la parte interesada la facultad de ejercitar un
rccurso de reposición y «si fuere desestimado, el de queja, regulado en
la Ley de Enjuiciamiento Civil»-. La dificultad anida en la remisión -que
hace la norma a la L.E.c., que prevé una doble posibilidad de recurSo
de queja: a) contra los autos o providencias de Jos Jueces de Primera

Jnstancia denegando la admisión de apelación (arts, 398 y siguientes); y
b) contra las resoluciones de las Audiencias Territoriales denegando la
preparación del recurso de casación (arts. 1.698 y siguientes). Entre
ambos procedimientos existen coincidencias -como la presentación del
recurso ante el órgano judicial competente para conocer del caso- y
algunas diferencias, entre las que cabe destacar la relativa al plazo de
interposición, que en el dequeja contra las resoluciones del órgano de
instancia es de quince días y en el de queja contra la resolución de la
Audiencia es de diez dfas. computados ambos desde la fecha sigui~~~:

al.dfa de la entre~ del Auto dt:nega~orio~otra diferenf"!1 ::;lriba-en que
mIentras en el pr~mero lo~ ~e~tlmontos de 18s í~Sú¡UClOnes denegatonas
han de ser requendos, hablhtand0~:" ~ü l-'iazo de seis días para su entrega
al recurrente, en el se~:.:.:;d0 se facilitan directamente los testimonios,
existieT~d~..;' ~ví tanto, una pequeila demora en el inicio del cómputo del
íiííI11ero.
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Comoquiera que la LPL de 1980 no contiene la más mínima
indicación sobre la sustanciación de este recurso en el proceso laboral,
la opción PO! una u otfa vía se torna complicada y polemica. dando
lugar a conflictos como el que ahora nos ocupa.

Con.. todo es oportuno indicar que no corresp6nde a este Tribunal
pronunciarse sobre la vía más adecuada. eligiendo de entre las dos vías
la que considere correcta, puesto que se trata de una cuestión de
legalidad ordinaria, en la que el Tribunal Constitucional no puede
entrar, habida cuenta que no es función suya- valorar la apliéac1ón del
derecho que. hayan realizado los Tribunales a qllU.

Admitida, pues, la legalidad del criterio mantenido por el TeT, a este
Tribunal corresponde unicamente decidir si la aplicación realizada en el
caso concreto del criterio elegido es razonable y proporcionada respecto
de la solución de desestimar el recurso de queja formulado por la
recurrente en amparo.

6. En las actuaciones se puede comprobar que, interpuesto recurso
de reposiCión contra la providencia de 8 de.abril de 1988 que declaraba
desierto el recurso de suplícadón contra la Sentencia de instancia, la
Magistratura de Trabajo numo 21 de Madrid desestimó el referido
recurso por Autq de 26 de abril de 1988. Contra la misma se declaró por
Auto aclaratorio recaído en la misma fecha Que procedía recurso de
qucja, cuya formalización la parte recurrente anunció con fecha 6 de
mayo de' 1988, interesando testimonio de las dos ultimas resoluciones
recaidas. En la misma fecha. 6 de mayo, por providencia la Magistra­
tura de Trabajo tuvo'por anunciado el recurso de queja y requirió a la
parte demandante para que en el plazo de seis dias compareciera en la
Magistratura para hacerle entrega de las resoluciones judiciales.diligen­
cias y escritos.que menciona el arto 398 de la L.E.C Posteriormente, por
la recurrente se interpuso -como ya se ha señalado- el recurso de queja.
que fue present3do en el Juzgado de Guardia el día 23 de mayo. dirigido
«.3 la Magistratura num. 21 para su elevación ante el Tribunal Central
de Trabaj(»); escrito en que se ratificó el día 24 de mayo de 1988 en
Magistratura. >

De cuanto antecede resulta que la entidad recurrente inició la
tramitación del recurso de queja por la vía del arto 398 de la LE.C, al
presentar su escrito requiriendo testimonio de 13s resoluciones denegato­
rias, tal como dispone dicho precepto. y que la Magistratura. al otorgarle
seis días para hacerle entrega de las resolucíones recurridas. plazo
contemplildo en el arto 398 L.E.C (expresamente mencionado en la
providencia de 6 de mayo de 1988), vino a confirmar la actuación de
Ja recurrente. Podría decirse. en consecuencia. que no es imputable
exclusivamente a la parté la re~ponsabilidad de una determinada opción
en la tramitación del recurso de queja. A la postura procesal. Quizá
equivocada, contribuyó no poco la Magistratura. aceptando la vía
iniciada por la reCUTfente. Es, pues, apreciable en hipótesis un error
judicial que bastaría para excusar el error de la parte litigante, 5<dada la
autoridad que necesariamente ha de merecer la autoridad judici3b) (STC
70;1984).

7. De otra parte, el argumento exhibido para la desestimación del
recurso de queja consistente en que no se interpuso el recurso ante el
propio Tribunal que habría de conocer del mismo, no se corresponde
con una linea tOl31mente constante de este Tribunal. Es lo lógico que,
siendo el Tribunal Central de Trabajo' el órgano judicial competente
p~r~ conocer del recurso cjercitado. se tuviera que presentar ante este
Tribunal. puesto que no tiene sentido atribuir a otro órgano distinto la
posibilidad de control de un recurso -como ha declarado este Tribunal
en ATC 182/1984-. Pero no cabe ignorar que lo que se encomienda al
órgano de instancia no es el conocimiento del recurso. sino el mero
trámite de 1a formalización. y que el propio Tribunal Central de Trabajo
ha aceptado en alguna ocasión -concretamente en el Auto·de 22 de julio
de 198}- la validez de la presentación en la Magistratura para su
ekvaclOn at Tnbunal Central. por lo que la utilización de esta otra

•
Sala Primera..";el//enda 73/1992. de 13 de maro. Recurso
de lf./.nparo 350;1989. Contra omisián'c! Trihúllal Central
de 1rahujo en la resolUCIón de! recurso de súplica formu·
lado contra Sentencia de fa /l1agisfratw;¡ de Trahajo
Jl/il/lcro J tlt> Ol·iedo. Supuesta ru!n('fación de! derecho u un
jHrxcso.plÍblico sin dilaciones indchidus.

La. Sala Prif!lera dd. Tribunal.Constitucional. <:empuesta por don
Fr;¡r¡CISco Tomas y Valiente. PreSidente; don Fernando Gan:ia-Mon y
Gonzak'z-RegucraL don Carlos de la Vega Benavas. don Jcsus Leguina
Vd]a. don Luis López Guerra y don Vicente Gin1eno Sendra. Magistra­
dos, ha pronunci3do,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

mod3lidad de presentación contaba con respaldo en otro criterio
interpretativo sostenido por el mismo Tribunal.

8. Asi las cosas. el razonamiento judicial de la utilización de una
vía proccs31 incorrecta p3rccc sustentarse unicamente en la posible
cxh'mporaneidad. en el Incumplimiento del plazo prevenido para
recurrir a travcs de esta vía procesal. que es más breve, de diez días (arl.
1.698 l.E.C.), frente al de quince que rige para el de queja contra las
resoluciones de los Jueces de Primera Instancia (art. 399 L.E.C.). Sin
embargo, tras el examen de lo actuado se comprueba que tampoco este
motivo puede servir de excusa para la denegación. pues, si la· notifica·
ción de la providencia de 6 de mayo se hizo el día II de mayo a la p3rte
y la presentación del escrito del anuncio 3parece diligenciado en autos
por el $ccretario del Juzgado de Instrucción en fecha 23 de mayo. siendo
ratificado al dia siguiente en Magistratura. es lo cierto que entre una y
otra fecha no se contabilizan más de diez días hábiles. y que se han
cumplido las previsiones, inclusive más reducidas que. en cuanto al
plazo pma la interposiCión, contempla el arto 1.698 l.E.C Así pues,
puesto que consta que el recurso fue correct3mente formulado antc el
órgano que se debía interponer, aunque se tramitara por otro órgano
judicial no competente, y que la presentación del escrito de formaliza­
ción del recurso de queja se realizó dentro del pl3zo. es evidente que los
presupuestos procesales que la C'.E.e. cstaNece para el cauce procedi­
men~al señalado por el TCT se han re.spctado.

9. En resumidas cuent3s. se ha de considerar que la interpretación
realizada por el órgano judicial en la resolución impugnada es infundada
en lo que no se ajusta a la realidad del hecho sufiCIentemente acreditada
de la ratificación ante la Magistratura.al día siguiente de la presentación
en el Juzgado de Guardia del recurso de queja; excesivamente rigurosa.
porque atribuye efectos desorbitados a la ausencia de un requisito
formal como el de la tramitación directa ante el órgano que debiÓ
conocer del recurso; y e}(enta de fundamentación razonable y de
proporcionalidad (en el sentido indicado al final del fundamento
jurídico 5.° de la presente Sentencia) en cuanto Que la opción de la parte
recurrente ni era claramente equivocada, segun la propia jurisdicción del
TCT, ni carecía de respaldo judicial por parte de 13 propia Magistratura.
ni podía ser calificada de extemporánea dentro del plazo previsto en la
opción considerada corrcrta por el TCT. De suerte que, a través de esta
interpretación. se ha -cerrado al recurrente la posibilidad de 3eceso al
recurso de queja de manera incompatible con el derecho a la tutela
judicial efectiva Que consagra el art. 24.1 CE., por lo que procede la
cstímacíón del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstitucionaL EN
VIRTUD DE LA AUTORIDAD QUE LE CONCEDE LA CONSTITUCIÓN DE LA
NACIÓN ESPANOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la entidad «Franquicias de la Moda.
Sociedad Anónima». y. en consecuencia:

1.0 Anular el Auto del Tribunal Centr3¡ de Trabajo cie 25 de
octubre de 1988, dictado en el recurso dt~ queja núm. 3.661/1988.

::!." Reconocer al recurrente su derecho [1 la t\Jtela Judicial efectiva.
3.° Retrotraer las actuuclOncs al momenl0 inmediatamente 3nh>

rior al Auto anulado, a nn de que la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid sust<lnCle el rccur<,o de queja fOrmulado.

Publiquese esta Sentencia en el <íBolctin Oficial dd Estado».

Dada en Madnd a trece de mayo de mtl noveciento'l noventa y dos .

SENTENCIA

En el recurso_de amparo núrn_ 350/1989. proll1úv¡du por don Sil vino
Diaz Sjnchez. n:presentado pur d Procurador dun LUIS Pulgar .,-\rroyo
v a'llstido dd ·Letrado don Manuel lñlgue!.~lorl'no_ contra omisión del
Tribunal Central de TrabaN en la resolución dd recurso de suplicación
formulado contra la SCnlencia de 8 de 110vícmbre de 1986 de ia
Magi'aratllfa de TrabajO numo 3 de Oviedo. Han comparecido el
~linisterio Fis'-al y el lmtituto Nacian;}l de la Seguridad SocJ<:l!,
rcprL".¡entado por la Procuradura dona Ana~vlarL] RUlZ de Velasco del
Valle v aSistido del Letrado don Juan Santl,HW Corvillo.

Ha- sido Ponente et t\laghlrado don Carlos de I;¡ Vega BenaY3S. qUIen
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Don Luis Pulgar Arroyo. Procur:¡dcr d..- los Tnbunalcs, en
nombre y reprcs.ent:luón de dun Silvíno j\)s(> D)Jl Sam:hcz y b::J.jo la


